
Miércoles 23 julio 1986BOE núm. 175. Suplemento

En primer lugar, 10.5 Estatutos de autonomía DO pertenecen al
ámbito de nonnacióD» (FJ 6.°) de las' Comunidades Autónomas,
sino más precisamente a la potestad legislativa del Estado, que los
aprueba mediante Ley Orgánica. cualquietll que baya sido su
procedimiento de elabotllción, por lo qué mal puede babiano de
regulaciones estatutarias desvinculadas unas de otras que cada
Comunidad aprueba en ejercicio de un derecho constitucional
propio. Tal pretendido derecho no alcanza, como es bien sabido, a
la fase de aprobación del proyecto de Estatuto, aprobación que
corresponde en todos los casos a las Cones Generales, como, por
lo demás, se reconoce sin equívoco alguno en otro pasaje de la
Sentencia mayoritaria, en el cual se afinna que «la aprobación de
los Estatutos de autonomía por Ley Orgánica no constituye un
simple revestimiento formal de una norma propiamente autonó­
mica sino la incorporación, definitiva y d.ecisiva, de la voluntad del
legislador estatal a la configuración de lo que•. por su contenido,
constituye la- norma institucional básica de cada Comunidad
Autónoma» (FJ I~ Sentado esto, resulta obligado concluir que las
Canes Generales carecen de potestad para decir en una Ley
Orgánica !1ue aprueba un Estatuto de autonomía lo contrario de 10
que han dicho, en relación con el mismo objeto regulado, en otra
Ley Orgánica que aprobó en su día un Estatuto de autonomía
anterior. No cabe,'pues, que el mismo legislador -el Parlamento del
Estado- apruebe sucesivamente dos regulaciones estatutarias con­
trapuestas referidas a una misma materia, porque, si así fuere, se
estaría vulnerando la interdicción constitucional de modificaciones
extra ordinem de los Estatutos en vigor.

En segundo lugar, cabe afinnar, en contra de lo que se sostiene
por la mayoría del Tribunal, que las dos. disposiciones estatutarias
en conflicto -además de. otros supuestos de enclaves territoriales de
Castilla-León en otras Comunidades autónomas que en ningún
caso pueden caer bajo el ámbito de aplicación del Estatuto vasco­
contemplan un mismo y único objeto: La incorporación del enclave
de Treviño \. la Comunidad Autónoma del País Vasco' y, en
consecuencia, el procedimiento que ha de seguirse para que aquel18
incorporación pueda producirse válidamente. En uno y otro caso,
en una y otra nonna estatutaria, se prevé y se regula un solo
pro.cedimiento de segregación-agregaCión que se integra por una
sucesión de fases o momentos distintos en los que intervienen
todas las partes que ambos Estatutos consideran como interesadas,
a saber: 1) iniciativa de los Ayuntamientos; 2) intervención de la
provincia 'Y de la Comunidad Autónoma de origen; 3) referéndum
de los habItantes de los ~unicipios afectados; 4) intervención de la
Comunidad Autónoma- de destino, y 5) aprobación por Ley
Orgánica de las Canes Generales. Si el supuesto contemplado en
uno y otro Estatuto es el mismo -el trasvase de un enclave desde
una Comunidad Autónoma a otra- y son tam1?ién idénticas las

19908 Sala Segunda. Récurso de amparo número 867/1984.
. Sentencia número 100/1986, de 14 de julio.,- .

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria Begué Cantón, don Angel Latorre Segura, don Fer­
nando García-Mon y González-Regueral, don ·Carfos de la Vega
Benayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra,
Magistrados, ha 'pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

. en el recurso de amparo núm, 867/1984, promovido por don
Francisco Alvarez Cascos Femández, representado por el Procura­
dor don Francisco de las Alas Pumariño y Miranda y asistido por
el Letrado don Armando Caso de los Cabos Piquer, contra la
Sentencia. de la Sala Terc.era del Tribunal Supremo de 7 dA
noviembre ·de 1984, recaída en el recurso de apelación núm.
64132/1984. Han comparecido el Ministerio Fiscal, el abogado del
Estado y el Ayuntamiento de Gijón, representado por el Procura­
dor don Juan Corujo y López Villamil, asistido por el Letrado don
Jesús González Pérez. y ha sido Ponente el Magistrado don Angel
Latorre Segura, quien expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. Por escrito que tuvo entrada en el Registro de,este Tribunal
el día 10 de diciembre de 1984, don Francisco de las Alas Pumariño
y Miranda, Procurador de los Tribunales, interpuso recurso de
amparo en nombre y representación de don Francisco Alvarez
Cascos Femández, impugnando la Sentencia de la Sala Tercera del
Tribunal Supremo de 7 de noviembre de 1984.
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fases que ambos prevén para que se consume el proceso, no es
posible negar, en mi opimón, que hay una completa identidad del
objeto regulado por las dos nonnas estatutarias en conflicto.

Donde la identidad desaparece, ciertamente, es en el contenido
nonnativo de ambos preceptos estatutarios. Esta es la tercera y
última observación crítica que, según creo, cabe dirigir. a la
Sentencia. Entre el art. 8 del Estatuto vasco y la disposición
transitoria séptima, 3, del Estatuto castellano-leonés no hay parale­
lismo y analogía, como afinna Ja mayoría, sino diferencia comple­
mentaria en una de las fases del procedimiento '/ contradicción
insalvable en otra. La diferencia complementaria se refiere al
acueráo municipal de iniciación del procedimiento, que en el
Estatuto vasco queda indeterminado en cuanto a la mayoría
necesaria para su adopción, mientras que el Estatuto de Castilla­
León exige una mayoria cualificada. La conltlldicción insalvable se
produce en la regulación de la interve'nción de la Comunidad
Autónoma de origen: Según el Estatuto vasco dicha intervención se
limita a la audiencia de. la misma; según el Estatuto de Castilla­
León, además del infonne de la provincia, la Comunidad de origen
ha deemitir infonne favorable -y, por tanto. vinculante- a la
s~ción solicitada por los Ayuntamientos del tenitorio de
TreVIño, infonne favorable que, enténninos jurídicos equivale a
convenir en un poder de veto lo que, hasta la· promulgación del
Estatuto de Castilla-León, era sólo' un derecho de audiencia
preceptiva, pero no vinculante en sus efectos. ¿Es posible afIrlnar,
como hace la Sentencia mayoritaria, que hay aquí también dos
regulaciones estatutarias análogas y paralelas? A p'li juicio no. Lo
que no sigriifica, claro está, que ia regulación que de este extremo
hace el Estatuto vasco sea mejor o más razonable que la que más
tarde se hadado en el Estatuto de Castilla-León, cuestión en la que
no me corresponde entrar. Sólo quiere decirse que la colisión
normativa existe efectivamente y que no me parece posible salvarla
con la invocación de un presunto «derecho» de cada Comunidad
Autónoma a regular ese aspecto del· problema desde su propia
óptica y como mejor le parezca. Por ello, no siendo posible la
aplicación simultánea de los dos preceptos estatutarios al supues!o
planteado por el enclave de Treviño, el Tribunal debería haber
estimado los recursos de inconstitucionalidad promovidos por el
Gobierno y el Parlamento \'.ascos contra la disposición transitoria

- séptima, 3, del Estatuto castellano-leonés. declarando la inaplicabi­
lidad a dicho supuesto de la regulación contenida en el párrafo b)
de aquel precepto por oponerse a la regulación contenida para ese
mismo supuesto en el art, 8 del Estatuto de Autonomía del País
Vasco.

Madrid, catorce de julio de mil novecientos ochenta y
seis.-Sigue firma,-Jesús Leguina Villa.-Rubricado.

Los hechos expuestos en la demanda de ~mparo pueden
resumirse como sigue:

a) El actor, Concejal del Ayuntamiento de Gijón. presentó
durante los años 1979 a 1984 diversas propuestas de resolución
sobre temas puntuales, bajo el nombre $Cnérico de «mociones».
Ningunda de dichas propuestas ha sido discutida por el órgano de
gobierno de la Corporación Municipal, no siendo tramitadas.

b) Ante la negativa del Ayuntamiento a -tramitar las referidas
propuestas, el hoy solicitante de amparo fonnuló, por escritos
presentados con fecha lO de septiembre de 1980 y 11 de septiembre
de 1981. dos ruegos al Alcalde. solicitando su debate en el Pleno.
Dichos escritos no tuvieron respuesta expresa. por lo que el­
solicitante de amparo dirigió al Ayuntamiento un escrito con fecha
3 de mayo de 1984, en el que, tras hacer una detallada relación de
las mociones presentadas. suplicaba se tuviese· por· hecha la
denuncia de la mora, respecto a los actos del Ayuntamiento,por los
que no se dio el. curso legalmente procedente a las mencionadas
iniciativas.

c) Con fecha 1 de junio de 198~ ante la falta de una resolución­
expresa, el actor interpuso, por el procedimiento previsto en la Ley
62/1978, de 26 de diciembre, recurso contencioso-administrativo
ante la Audiencia Territorial de Oviedo, la cual. por Sentencia de
26 de septiembre de 1984, declaró la inadmisibilidad del-recurso
por considerar que fue interpuesto fuera de plazo. Fonnulado
recurso de apelaCIón ante la Sala Tercera gel Tribunal Supremo, fue
desestimado por Sentencia de 7 de noviembre de 1984, quien'
ratificó la Sentencia del Tribunal de Instancia, .

2. La demanda considera que la Sentencia impugnada viola
los arts. 14, 23.1 Y 24 de la C.E. Por lo que respecta a la alegada
infracción del arto 14, el acior manifiesta que mientras ninguna de
las propuestas por él presentadas ha sido tramitada por el Pleno, las
presentadas por otros Concejales de otros grupos políticos sí han
sido debatidas y votadas.,. produciéndose, en consecuencia, una
discriminación contraria al principio de igualdad.
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Por lo que respecta a la presunta violación del arto 23.1 de la
C.E., el actor afirma,.Citando la Sentencia-de esta Tribunal de 21
de febrero de 1983, que la vulneración que resulta del hecho de
privar al representante de su función vacía de contenido el mismo
derecho de los representados, aflIII1ación Que pone en conexión con
el- eontt;nido del art.. l de la C.E. y con el arto 9 del referido cuerpo
normativo, pues, dice, no respeta el carácter democrático del
Estado ni los valores superiores de igualdad y de pluralismo
político.

Finalmente, por lo que hace a la infracción del art. 24 de la C.E.,
que el actor denuncia, el mismo, tras unas consideraciones acerca
del trámite -así lo califica- de denuncia de la mora y afirmar que
el escrito de la referida denuncia de mora de 3 de mayo no era más
«Que un medio de unificar en un solo acto una pertinaz y
continuada voluntad municipal de no respetar un derecho que
tenía el aetor», y de que no pueden aplicarse ni a las propuestas de,
re~olución -mociones- que un Concejal presenta ante el Ayunta·
nuento las normas de procedimiento admmistrativo, considera Que
este hecho, combinado con el carácter revisor de la jurisdicción
contencioso-administrativa, impiden el enjuiciamiento '''de una
conducta que incide en un derecho constitucional -art. 23 de la
C.E.-, violando así el arto 24 del·mismo texto constitucional al
provocar indefensión, error en que incurre la 'Sentencia del Tribu-
nal Supremo. . ,

Por todo ello suplica Que' se declare la nulidad de la Sentencia
de la Sala Tercera del Tribunal Supremo '1 que declare el derecho
del actor, en cuanto Concejal del AyuntamIento de Gijón, a que sus
propuestas de resolución sean debatidas y votadas por el Ayunta-
miento en Pleno. ,

3. Por providencia de 10 de enerb de 1985, la Sección Primera
acordó tener por recibido el escrito de demanda, y requerir al
recurrente, a fin de Que dentro del plazo de diez días aportase la
copia, traslado o certificación de la Sentencia del Tribunal Supremo
impugnada, así como acreditase la fecha en que le fue notificada.
Por providencia de 13 de marzo de 1985, la mIsma Sección acordó,
por no haber subsanado el recurrente los defectos señalados en la
providencia anteriormente reseñada, abrir el trámite de inadmisión
previsto en el 3rt. 50 de la LOTe, y conceder al Ministerio Fiscal
y al recurrente un plazo de diez diás a fin de que alegasen lo~
pertinente respecto a los siguientes motivos de madmisión, no
acompañar copia, traslado o certificación-de la resolución impug­
nada [arto 50.l.b), en relación con el arto 49.2.b), de la LOTC], y
haberse presentado la demanda fuera de plazo [arto 50. La) de
la LOTe].

Finalizado el plazo anteriormente indicado y recibidas las
alegaciones del recurrente y del Ministerio Fiscal, la Sala Primera
de este TribuJ;1al, por Auto de fecha 24 de abril de 1985, acordó
admitir a trámite la demanda de amparo, y requerir a la Sala
Tercera del Tribunal Supremo, a la Sala de Jo Contencioso de la
Audiencia Tenitorial d'e Oviedo las actuaciones originales o
testimonio de las mismas, asi como el emplazamiento de los Que
fueron parte en el procedimiento. Por providencia de 26 de junio
de 1985, la Sección Primera tuvo por recibidas .las actuaciones
reclamadas del Tribunal Supremo y Audiencia Tenitorial de
Oviedo, así como tuvo· por personado al Abogado del Estado y al
Procurador don Juan Corujo López Villamil, en nombre y repre-
sentación del ilustrísimo Ayuntamiento de Gijón. ,

4. Por escrito de 23 de julio de 1985 presentó sus alegaciones
el Letrado del Estado, en los términos que resumidamente se
expresan: .

Atendiendo al suplico de la demanda y a I8 fundamentación
dada a la misma, ha de entenderse interpuesto el presente recurso
por la vía del arto 44 de la LOTC, imputándose al órgano judicial
como única lesión la hipotética vulneración del arto 24 de la C.E.,
consistente en declarar la inadmisibilidad del recurso contencioso­
administrativo. Por esta razón -afmna- la eventual Sentencia de
este Tribunal declarando haber lugar al recurso se limitaría a

. declarar la nulidad de las actuaciones judiciales hasta el momento
inmediatamente anterior al de dictar~e la Sentencia, de forma Que
correspondería al órgano jurisdiccional examinar las invocadas
lesiones de los ans. 14 y 23.1 ..Por todo ello entiende que las
alegaciones se circunscribirían a la vulneración del arto 24 por parte
de los órganos judiciales.

El Letrado del Estado, tras reiterar la doctrina de este Tribunal
. sobre la tutela judicial efectiva conságrada en el art. 24 de la C.E.,

afirma, en relación al plazo señalado en el arto 8.1 de la Ley
62/1978, Que no se trata de un plazo mínimo Que impida hasta su
transcurso la formulación de la Impugnación, ya que tal interpreta.
ción no se adecúa al designio de la norma Que fija el plazo para la
iniciación de este procedimiento, transcurrido el cual habrá de
discunir por la vía del procedimiento ordinario, y que, en los casos
de silencio negativo, éste se entenderá producido por transcurso del
plazo señalado para la resolución, sin n,ecesidad de denuncia de la
mora y también sin posibilidad de Que mediante el mecanismo
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prQcesal dé denuncia de la mbra Quepa la reapertura del plazo
fenecido.

Asimismo, sostiene Que, a diferencia ,de los supuestos generales
regulados en los arts. 94 de la LI'A y 38 de la UCA, en el arto 8.1
de la Ley 62/1978 no·surge una mera ficción porcesal Que permite
libremente al recurrente formular la impusnaclón, sino Que se trata
de una verdadera resolución desestimatona tácita, en el sentido de
que la ,aquiescencia a la misma Benerarásu firmeza y consiguiente
impugnabilidad. Asimismo, entIende que la sujeción del procedi~
miento judicial preferente y sumario regulado en la Ley 62/1978,
aun plazo para su interposición, no comporta lesión del derecho
fundamental a la tutela judicial efectiva.

Finalmente, por lo que se refiere a lo que sostiene el actor eh
punto a que «cuando el procedimiento judicial preferente y
sumario se dirige contra una serie sucesiva de actuaciones munici­
pales de la misma significación omisi:va, no J:CSultaría aplicable
ningún plazo para su impugnacióD»), opina Que ni las Se<,ntencias
recurridas ni el.an. 8.1 de la Ley 62/1978 permiten esa·conclusión,
y ello porque' a través de las impugnaciones tempestivamente
formuladas contra cada una de las omisiones muniCipales, que el
recurrente entiende lesivas de sus derechos fundamentales, pudo
aquél obtener el enjuiciamiento a 9ue alude en el fundamento 5.0

de su demanda. -Por todo ello SOliCIta la desestimación del recurso
de ~mparo.

S. Mediante escrito de 24 de julio de 1985, el Ministerio Fiscal
presentó sus alegaciones en los términos Que en síntesis se
expresan:

a) En primer lugar, el Ministerio Fiscal sostiene que es preciso
concretar el objeto del amparo solicitado. Así afirma que aunque
no se explicite con claridad en.·la demanda, hay Que· entender
impugnados tanto los actos tácitos del Ayuntamiento de Gijón
como las· Sentencias' expresamente aludidas. •
. 'b) 'Por lo Que respecta a las Quejas formuladas contra las
resoluciones judiciales, el Fiscal, tras la cita de la jurisprudencia de
este Tribunal en punto a la tutela judicial efectiva, entiende que la
línea argumental de la Sentencia de la Audiencia se presenta como
inobjetable, ofreciendo un doble razonamiento de perfecta correc­
ción jurídiar.

Que según el arto 8.1 de la Ley 62/1918 el recurso fue presentado
fuera de plazo.

Que el recurrente tiene la posibilidad de obtener las protección
de sus derechos conforme al procedimiento contencioso-adminis·
trativo ordinario.

El Ministerio Fiscal, citando romo aplicable al caso la doctrina
contenida en el Auto de 29 de mayo de 1985, opina Que el
recurrente, 'en virtud del fallo de madmisibilidad, no Quedó
desprovisto de protección jurisdiccional, puesto Que le quedaba
abierta y utilizab,le otra vía correctora; añadiéndose Que con ese
atípico escrito de denuncia de la mora el recurrente pr~tende

establecer el momento«Q qua» para contar el plazo de recurso,
conclusión que dificilmente permite la redacción del arto 8.1 de la
Ley 62/1978. Los términos del referido precepto son bien claros:
Sin necesidad de denunciar la mora, el plazo para recurrir en caso
silencio administrativo es el general de diez días, una vez transcu­
rridos,.veinte desde la solicitud del interesado ante la Administra­
Ción; un total, pues, de treinta díaS, Que hay Que contar desde la
solicitud del interesado, Que no es evidentemente el escrito de
denuncia de mora -improcedente-, sino la presentación de la
propuesta moción, que fue el día 23 de marzo.

c) Al no haber existido pronunciamiento judicial previo sobre
los derechos fundamentales cuya vulneración se invocó en el
procedimiento precedente, no es posible en este proceso constitu­
cional entrar en su examen. Lo impide el ano 43.1 de la LOTe, que
establece la necesidad de agotar la vía judici~ precedente.
Entiende, asimismo, que no es aplicable en el presente caso la
doctrina contenida en la Sentencia 12/1982, que reitera la 18/1984,
ya Que lo 'que en el presente caso se plantea es Que el recurso se
dedujo fuera dé plazo y no era tramitable en el procedimiento

.-oescogido. Si no existió pronunciamiento judicial previo no es
posible entrar en su examen. ' .

Por todo ello solicita la desestimación del recurso eÍe amparo.

6. Por escrito de 23 de julio de 1985, el Procurador de los
Tribunales señor Alas Pumariño, en nombre del solicitante de
amparo, formuló su escrito de alegaciones, ratificándose en su
totalidad lo manifestado en su escrito de demanda y reiterando su
solicitud de que se dictase Sentencia en los términos entonces
demandados.

7. Por escrito de 23 de julio.de 1985, el Procurador de los
TribunaleS señor Corujo López Villarnil, en nombre del ilustrísimo
Ayuntamiento de Gijón formuló su escrito de alegaciones en el que,
tras aducir los fundamentos de derecho Que estimó oportunos,
solicitó la desestimación del recurso de amparo con imposición de
costas al demandante.
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8. Por provideocia de 2 de julio de 1986 se señaló para
votación y fallo del p~sente recurso el día 9 del mismo mes y año.
día en que se deliberó y votó.

Il. -FUNDAMENTOS lURlDICOS

l. En el presente recurso, el solicitante del amparo pretende la
nulidad de la Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de noviembre
de 1984, por la que se inadmitió por extemporáneo el recurso
contencioso·administrativo previsto en la Ley 62/1978, de Protec­
ción Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales, interpuesto
contra los actos tácitos del Ayuntamiento de Gijón, de no tramitar
las «mociones» del actor ni dar respuesta a sus escritos. Invoca
como vulnerados los arts. 14,24 Y23.1 e.E. Sin embargo, aunque
ésta es la pretensión que formula en el suplico del contenido de la
demanda y de las alegaciones se desprende -como indica el

'Ministerio Fiscal- que el objeto del presente recurso es mixto: Por
un lado imputa a la· Sentencia del Tribunal Supremo la lesión del
arto ·24 por inadmitir el recurso cOl\.~encioso-administrativo, es
decir, formula su recurso basándose en el 3rt. 44 de la LOTe contra
resolución de un órgano judicial; por otro. imputa a la actuación
del Ayuntamiento de Gijóilla violación de los arts. 14 y 23.1, por
lo que su pretensión se articula por el cauce del art. 43.1 de
la LOTe. -

2. Delimitado así el objeto del recurso, procede examinar, en
primer término, el feproche que el solicitante del amparo hace a· la
Sentencia del Tribunal Supremo, consistente en la supuesta viola·
ción del arl" 24 de la Constitución. Este precepto. garantiza el
derecho a la tutela judicial efectiva, que, según. jurisprudencia
COD'itante de este Tribunal, comprende el de obtener una resolución
fundada en Derecho, sea o no favorable a las pretensiones del actor,
que podrá ser de inadmisión, cuando la decisión judicial que" se
Ímpugna consiste en negar. de forma no arbitraria o irrazonable, la
concurrencia de un presupuesto procesal necesario para conocer del
fondo del asunto (Sentencias 60/1982, de 11 de octubre; y 37/1982,
de 16 de junio. entre otras).' .

En el presente caso, la Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de
noviembre de 1984 justificó la inadmisibilidad del recurso canten·
cioso·administrativo interpuesto por la extemporaneidad del
mismo; l>ues la última de las mociones presentadas ante el
AyuntamIento de Gijón llevaba fecha de 23 de marzo de 1984 yel
recurso se interpuso el día 1 de junio del mismo año, con lo que
transcurrió sobradamente el plazo a que se refiere el arto 8.1 de la
Ley 62/1978. Este precepto señala que el cómputo de los diez días

< para interponer el recurso contencioso-administrativo se hará, en
caso de silencio, una vez transcurridos veinte días desde la solicitud
del interesado, sin necesidad de denunciar la mora. Según la
Sentencia impugnada. el hecho de realizar esta denuncia no reabre
el plazo qu~ considera fenecido.

19909 Sala Segunda. Recurso de amparo número 526/1985.
Sentencia número 101/1986, de 15 de julio.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria Begué Cantón, Presidenta, y don Angel Latorre Segura.,
don Fernando García-Mon y Gonzá!ez-Regueral, don Carlos de la
Vega Benayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

_ SENTENCIA

en el recurso de amparo núm. 526/1985, planteado por el Procura­
dor de los Tribunales don Luciano Rosch Nadal, en nombre de
doña María del Carmen Restituto Moya, doña María Gama Calvo,
don luan Antonio Prieto Zarca, don Cayetano Ibáñez Quezada,
don Luis Gallego Ahumada, don Manuel Delgado Gutiérrez y don
Ricardo Hemández García, asistidos por el Letrado don Eduardo
F. Muriedas Benitez, contra Sentencia de 28 de mayo de 1982 de
la Sala de lo Contencioso de la Audiencia Territorial de Sevilla.

Han sido parte el Ministerio Fiscal. el Abogado del Estado y
don José Torres Marin, representado por el Procurador don
Enrique Sorribes Torra, y defendido por el Letrado don Antonio'
Jiménez"y de León Sotelo.

Ha sido ponente el Magistrado don Luis López Guerra, quien
expresa el parecer de la Sala: "

1. ANTECEDENTES

l. Por escrito presentado el 11 de junio de 1985, don Luciano
Rosch Nadal, Procurador de los Tribunales, en nombre de doña
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El Tribunal Supremo declara, pues. la inadmisibilidad del
recurso basándose en una interpretación del 3rt. 8.1 de la Ley
62/197.8 que, como ¡;ieclaró este Tribunal en un supuesto parecido
en el Auto de 29 de mayo de 1985 (A. 185/1985) «se esté o no de
acuerdo con ella, no puede considerarse arbitraria o irrazonable a
priori». Además, el solicitante del amparo plldo interponer el
recurso contencioso-administrativo ordinario en defensa de sus
pretensiones y sin sujeción al corto plazo a que está sometida la
Interposición del recurso especial previsto en la citada Ley 62/1978,
por lo que no careció de la pOSibilidad de obtener una decisión
sobre el fondo del asunto, como señaló la misma sentencia de la
Audiencia Territorial de Oviedo.

Por todo ello, debe concluirse en este punto que la Sentencia del
Tribunal Supremo, que inadmitió el recurso contencioso-admini,..
trativo por extemporáneo, no vulneró el derecho a la tutela efectiva
contenido en el arto 24.1, ni le produjo indefensión.

3. No habiendo existido por causa imputable al recurrente un
pronunciamiento judicial previo sobre los derechos fundamentales
Invocados no es posible entrar en las supuestas vulneraciones de los
arts. 14 y 23.1 de la ConstilUción provocadas I"!r el Ayuntamiento
de Gijón, ya que no se ha agotado la vía judicial procedente, como
exige el arto 43.1 de la LOTC, de acuerdo con el carácter subsidiario
del recurso de amparo. No se agota, en efecto, esa vía cuando se
sigue un procedimiento inadecuado (en este caso por extemporá·
neo) que impide falIar sobre el fondo, como ya declaró este
Tribunal en su sentencia núm. 12/1982, de 31 de marzo. Se da así
una causa de inadmisión prevista en'el arto SO.I.b de. la LOTC que,
en esta fase procesal, se conviené en causa de desestimación.

FA LLO

En atención a todo lo expuesto, el TrÍbunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CONSTITU­
CION DE LA NACION E!;PANOLA

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado por el Procurador de los Tribuna·
les don Francisco de las Alas Pumariño, en nombre" y representa­
ción de don Francisco Alvarez Cascos.

Publíquese la presente Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a catorce de julio de mil novecientos ochenta
y _scis._Gloria Segué Tantón.-Angel LatolTe Segura.-Femando
Gareía-Mon y González-Regueral.-Carlos de la Vega Bena·
yas.-JesÚs Leguina Villa.-Luis López GuelTa.-Firmados y rubrica­
dos.

Maria del Carmen Restituto Moya, doña Maria García Calvo, don
Juan Antonio Prieto zarca, don Cayetano Ibáñez Quezada, don
l.-uis Gallego Ahumada, don Manuel Delgado Gutlérrez y don
Ricardo Hemández García, interpuso recurso de amparo contra la
Sentencia de 28 de mayo de 1982 de la Sala de lo Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Territorial de Sevilla. por la que se
declaró nula la licencia urbanística concedida por la Comisión
Municipal Permanente del Ayuntamiento de Chipiona el 25 de
junio de 1977 a don José Sumz Suárez y la que aprobó el
reformado de 16 de septiembre siguienté, relativas ~ la construc­
ción de un edificio de viviendas y se ordenó la demolición parcial
del mismo.

2. Los hechos de que se deriva su pretensión son, en rc:sumen,
como "sigue:

" El Ayuntamiento de Chipiona, el 25 de junio de 1977 otorgó
licencia de obras a la Empresa «1osuar, SoCledad Anónima» para
la edificación del Conjunto Residencial «.Josuat» concluido en
mayo de 1978. Este mismo año las viviendas de ese inmueble
fueron vendidas a diversas personas. por contratos elevados a
escritura pública ante Notario en fechas que van del 9 de febrero
de 1979 al 25 de noviembre de 1980.

Con fecha 17 de mayo de 1985. los hoy demandaotes de
amparo, propietarios de-las relacionadas viviendas, fueron infor­
mados por parte del Ayuntamiento de Chipiona de diversos puntos
en relación con el trámite de ejecución de la Sentencia de 28 de
mayo de 1982 de la Sala de la Audiencia Territorial de Sevilla,
recaída en·el ¡:ecurso contencioso-administrativo 201/1979 en cuyo
fallo se disponía: «Que estimando el recurso contencioso·admiros­
trativo interpuesto por el Procurador don Manuel Estrada Aguilar
en nombre y representación de don José Torres Marin contra
acuerdo del Alcalde de Chipiona de 6 de julio de 1978 y el
desestimatorio por silencio administrativo de la reposición inter·
puesta frente a aquél, debemos de anular y anulamo~ los mismos


